
 

 

 
1 

Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 30 de 
diciembre de 2024, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 532/2024 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 21 de noviembre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por la denegación de la 
reducción de un tercio de la jornada en la forma solicitada.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 28 de noviembre de 2024, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 532/2024, y se inició el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 16 de mayo de 2024 D. yyyy presenta una reclamación 

ante el Ayuntamiento de xxxx, en el que presta servicios como bombero, por 
los daños y perjuicios sufridos al haberle sido denegada la reducción de un 
tercio de jornada solicitada tras el nacimiento de su tercer hijo, puesto que el 
Departamento de Recursos Humanos únicamente le concedía la reducción si la 
solicitaba por guardias completas. Expone que para su organización familiar 
únicamente necesitaba la reducción de un tercio de su jornada de 24 horas 
pero que, tras valorar la imposibilidad de encontrar amparo judicial que 
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resolviera el perjuicio que se le estaba ocasionando antes del 10 de enero, 
solicitó la reducción en las únicas condiciones que le permitía el Departamento 
de Recursos Humanos (acumulándolas en guardias completas) para poder 
organizar la guarda legal de los tres menores de la unidad familiar y la vida 
laboral de su mujer. Alega que la denegación le ha impedido cubrir esas 
necesidades familiares durante un trimestre (entre el 11 de enero y el 21 de 
marzo) obligando a su mujer a solicitar una excedencia por cuidado de hijos 
sin remuneración. 

 
Reclama una indemnización por daños y perjuicios que cuantifica en 

6.428,21 euros, que es la remuneración que habría recibido su mujer entre el 
11 de enero y el 21 de marzo si no hubiera tenido que solicitar la excedencia. 

 
Adjunta a su reclamación la solicitud inicial de 2 de agosto de 2023; 

resolución de 12 de septiembre de 2023, denegatoria de la reducción de 
jornada en un tercio sin disminución de sus retribuciones en el régimen 
solicitado (los primeros tramos de las guardias a realizar durante seis meses) 
por necesidades del servicio; nueva solicitud de 18 de septiembre de 2023, 
reiterando la petición y renunciando a la reducción los días festivos y el mes 
de julio y días no lectivos; resolución de 26 de octubre de 2023, que califica el  
escrito previo como recurso de reposición y lo desestima por necesidades del 
servicio; nueva solicitud de 26 de noviembre de 2023, en la que pide la 
aplicación de la reducción en formato de guardia completa, ante la imposibilidad 
de recibir una resolución judicial antes del 10 de enero; resolución de 7 de 
diciembre de 2023, que concede la reducción de un tercio de la jornada entre 
el 11 de enero y el 26 de julio de 2024, difiriendo la concreción de la jornada, 
que deberá hacerse por la jefatura del servicio; información de la Dirección 
Provincial de Educación sobre las retribuciones que habría percibido la mujer 
del reclamante (funcionaria del cuerpo de maestros) durante el período de 
excedencia voluntaria por cuidado de hijo y documento administrativo 
acreditativo de la situación de excedencia desde el 16 de diciembre de 2023.  

 
Segundo.- El 3 de junio de 2024 el jefe de la Asesoría Jurídica emite 

informe en el que señala que la reclamación debe tramitarse por el procedimiento 
de responsabilidad patrimonial, y que procede su desestimación porque la 
responsabilidad patrimonial se imputa a un acto administrativo no anulado con 
base en la no conformidad a Derecho de dicho acto, y porque carece de 
legitimación activa para reclamar los daños que, en su caso, ha padecido su 
mujer.  
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Tercero.- El 9 de agosto de 2024 la aseguradora del Ayuntamiento 
comunica por correo electrónico que el seguro no cubre los daños reclamados 
porque el reclamante no tiene la condición de tercero y porque reclama 
“conceptos contractuales” por ser trabajador del Ayuntamiento cuyas 
consecuencias tampoco estarían cubiertas.  

  
Cuarto.- El 7 de octubre de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación porque se imputan los daños a un acto 
administrativo no anulado y porque el reclamante carece de legitimación activa. 

 
Quinto.- Solicitado el dictamen de este Consejo Consultivo, el 16 de 

octubre de 2024 el Consejo inadmite a trámite la solicitud porque el expediente 
estaba incompleto. 

 
Sexto.- El 24 de octubre de 2024 la jefa del Departamento de Recursos 

Humanos emite informe en el expone los antecedentes del caso e indica la 
norma aplicable. Así, señala: 

 
“Octavo.- El permiso señalado se rige expresamente por lo 

dispuesto en el Acuerdo Regulador de las Condiciones de Trabajo y 
Retribuciones del Personal al Servicio del Excmo. Ayuntamiento de xxxx 
(artículo 26.4), siendo adicional y más favorable a las licencias y permisos 
reguladas en los artículos 48 y 49 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público. 

 
»Noveno.- El régimen de los trabajadores del Servicio de 

Prevención y Extinción de Incendios se rige por un régimen de jornada 
extraordinario regulado en el Anexo I del Acuerdo Regulador de las 
Condiciones de Trabajo y Retribuciones del Personal al Servicio del Excmo. 
Ayuntamiento de xxxx, en el que se realiza la siguiente especificación: `Los 
turnos de guardia del personal operativo del SPEIxxxx serán de 24 horas, con 
5 turnos, haciendo cada turno 24 horas seguidas de guardia y 96 horas de 
descanso(...)´ʺ. 

 
Finalmente, concluye:  
 

“Undécimo.- Tras denegarse las alegaciones del reclamante no 
se ha interpuesto recurso alguno, ni en vía administrativa ni en vía judicial, en 
los plazos que delimitan sus respectivas normativas, deviniendo el acto firme 
por consentido.  
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»A su vez, el Excmo. Ayuntamiento de xxxx ha concedido la 

reducción por jornadas completas al solicitante, en los términos que permiten 
las necesidades del servicio y, a petición del mismo, mediante Resolución de 
7 de diciembre de 2023 y, entre las fechas 11 de enero y 27 de julio de 2024.  

 
»Por tanto, independientemente de todo lo expuesto anteriormente 

y la más que cuestionable existencia de relación de causalidad entre los hechos 
y la lesión por la cual se solicita compensación, consideramos que no es 
procedente el establecimiento de reclamación alguna, ya que el acto es firme 
y acorde a lo dispuesto en el Acuerdo Regulador de las Condiciones de Trabajo 
y Retribuciones del Personal al Servicio del Excmo. Ayuntamiento de xxxx, así 
como al régimen de jornada y especiales necesidades del Servicio de 
Prevención y Extinción de Incendios y Salvamentoʺ. 

 
Séptimo.- Concedido trámite de audiencia a los interesados, el 29 de 

octubre de 2024 la aseguradora formula alegaciones en las que se remite a su 
contestación de 9 de agosto. 

 
En la misma fecha, el reclamante presenta escrito de alegaciones en el 

que se ratifica en su reclamación inicial. 
 
Octavo.- El 15 de noviembre de 2024 se emite informe por la Asesoría 

Jurídica en el que se remite a lo ya informado el 3 de junio de 2024.  
 
Noveno.- El 21 de noviembre de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, por los mismos motivos que la propuesta 
formulada el 7 de octubre. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
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de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades previstas para los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
3ª.- El reclamante está legitimado para interponer la reclamación, de 

acuerdo con la LPAC.  
 
La propuesta de resolución considera que el reclamante carece de 

legitimación activa para reclamar daños que, en su caso, ha padecido su 
mujer. Sin embargo, el reclamante actúa en su propio nombre y afirma en su 
reclamación que la actuación administrativa le ha perjudicado puesto que no 
ha podido asumir el cuidado de sus hijos menores en la forma prevista, y su 
mujer se ha visto obligada a solicitar a solicitar una excedencia por cuidado de 
hijos sin remuneración durante el primer trimestre (entre el 11 de enero y el 
21 de marzo de 2024). Cuestión distinta es el tipo de daño sufrido y su 
acreditación, debiendo reunir el daño los requisitos previstos en la LPAC, como 
se analizará al tratar el fondo del asunto. 

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
El reclamante ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
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de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; b) 
antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no tenga 
el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la 
Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente en 
el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la titularidad 
pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) 
relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, 
esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que 
la reclamación se presente antes de que transcurra un año desde el momento 
en que se produjo el hecho causante. 

 
5º.- En cuando al fondo del asunto, el reclamante, bombero adscrito al 

Servicio de Prevención y Extinción de Incendios, solicita una indemnización por 
los daños que le han ocasionado las resoluciones de 12 de septiembre y 26 de 
octubre de 2023, por las que se le denegó la reducción de jornada para 
cuidado de hijo regulada en el artículo 26.4 del Acuerdo regulador de las 
condiciones de trabajo y retribuciones del personal al servicio del Ayuntamiento 
de xxxx. Esta denegación le habría obligado a solicitar la reducción acumulada 
en guardias completas, que solo le cubrían un trimestre, y a que su mujer 
solicitara, a su vez, una excedencia no retribuida para el cuidado de sus tres 
hijos menores de edad. 

 
Debe examinarse, en primer lugar, si el reclamante ha sufrido un daño 

antijurídico. El artículo 32.1 de la LRJSP, “Los particulares tendrán derecho a 
ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda 
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga 
el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. 

 
»La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional 

contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no 
presupone, por sí misma, derecho a la indemnización”. 

  
Además, según el artículo 32.2, el daño alegado habrá de ser, en todo 

caso, efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una 
persona o grupo de personas. 
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En este caso, el Departamento de Recursos Humanos ha informado que 
las resoluciones denegatorias del derecho solicitado son actos administrativos 
firmes, que no han sido recurridos por el interesado. 

 
El presupuesto para la tramitación de un procedimiento de responsabilidad 

patrimonial, cuando los daños se imputan a un acto administrativo que se 
considera ilegal y lesivo de derechos, como ocurre en este caso, es la previa 
anulación del acto administrativo. La propuesta de resolución es clara en este 
aspecto, cuando expone que “la pretensión indemnizatoria ejercida por el 
reclamante tiene como presupuesto la anulación del acto administrativo que 
le ha denegado el disfrute de la reducción de jornada en la forma pretendida, 
de modo que si, como es el caso, no ha impugnado tal acto, no puede 
pretender una indemnización con base en su ilegalidad”. 

 
Por lo tanto, la denegación de un derecho mediante un acto 

administrativo debe ser recurrida si se considera ilegal y lesiva de ese derecho, 
y solo en caso de anulación podrá dar lugar a una indemnización por los daños 
y perjuicios causados, pretensión que podrá acumularse a la de su anulación 
o  ejercitarse con posterioridad a través del procedimiento de responsabilidad 
patrimonial.  

 
En este caso, los actos a los que se imputa causalmente el perjuicio no 

solo no se han recurrido en vía contencioso-administrativa, lo que se justifica 
por el interesado alegando que no habría podido obtener el amparo judicial 
antes del 10 de enero (fecha en la que finalizaba la licencia de ocho semanas 
que ya tenía concedida), sino que el interesado formuló una solicitud en la 
forma en la que se le indicó por el Departamento de Recursos Humanos, que 
sí le fue concedida.  

 
En este sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de 10 de abril de 

2000, haciéndose eco de la sentencia de 10 de octubre de 1997, señala que 
“el punto clave para la exigencia de la responsabilidad no está en la condición 
normal o anormal del actuar administrativo, sino en la lesión antijurídica 
sufrida por el afectado y que éste no tiene el deber jurídico de soportar, por 
lo que la antijuricidad desaparece cuando concurre una causa justificativa que 
legitime el perjuicio, `un título que imponga al administrado la obligación de 
soportar la carga´, `o algún precepto legal que imponga al perjudicado el 
deber de sacrificarse por la sociedad´”.  

 
Pero tampoco sería suficiente para apreciar la antijuricidad del daño que 

exista una resolución judicial que anule total o parcialmente el acto 
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administrativo, ya que como tiene señalado este Consejo (por todos, Dictamen 
464/2022, de 26 de octubre) para el análisis de estos supuestos debe partirse 
de lo establecido en el artículo 32.1 de la LRJSP, según el cual “la anulación 
en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso-administrativo 
de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la 
indemnización”. El Tribunal Supremo (sentencia de 16 de febrero de 2009) ha 
declarado que “la anulación en la vía administrativa o jurisdiccional de un acto 
o de una disposición de la Administración no presupone el derecho a 
indemnización, lo que implica tanto como decir que habrá lugar a ella cuando 
se cumplan los requisitos precisos. Hay que rechazar, pues, las tesis 
maximalistas de cualquier signo, tanto las que defienden que no cabe nunca 
derivar la responsabilidad patrimonial de la Administración autora de un acto 
anulado como las que sostienen su existencia en todo caso [véanse las 
sentencias de esta Sala de 18 de diciembre de 2000, (…), FJ 2º; 5 de febrero 
de 1996, (casación 2034/93, FJ 2º); y 14 de julio de 2008 (casación para la 
unificación de doctrina 289/07, FJ 3º)]”. 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, en sentencia de 26 de junio 

de 2009, que “al no presuponer la anulación en la vía administrativa o 
jurisdiccional de un acto o de una disposición de la Administración, el derecho 
a indemnización en concepto de responsabilidad patrimonial (artículo 142.4 de 
la Ley 39/1992, de 26 de noviembre [actualmente artículo 32.1 de la LRJSP]), 
para resolver si existe o no ese derecho hay que examinar si concurren los 
requisitos que una constante y reiterada jurisprudencia concreta y del que 
interesa destacar el requisito de la antijuridicidad del resultado o lesión, 
inexistente cuando `la solución adoptada se produce dentro de los márgenes 
de lo razonable y de forma razonada´”. 

 
En definitiva, para poder declarar la responsabilidad de la Administración 

resulta necesaria la constatación de una actuación irrazonable, inmotivada, 
arbitraria o injustificada de la misma en el ejercicio de las funciones que tiene 
encomendadas, que permita afirmar que el daño que se alega producido tiene 
la consideración de daño antijurídico que los particulares no tienen la 
obligación de soportar (en este sentido, sentencia de 26 de octubre de 2016 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid). 

 
En el supuesto sometido a dictamen, el informe del Departamento de 

Recursos Humanos indica que el Servicio de Prevención y Extinción de Incendios 
emitió informe el 7 de agosto de 2023 en el que motivó las necesidades de 
servicio que impedían el disfrute de la reducción de jornada en la forma 
pretendida, haciendo constar asimismo que el reclamante tiene un régimen de 
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jornada extraordinario y que el disfrute por jornadas completas se ha instaurado 
con generalidad para los trabajadores en dicho ámbito, siendo de conocimiento 
general su modo de aplicación. Por lo tanto, la decisión administrativa tampoco 
podría ser tachada de irrazonable, inmotivada, arbitraria o injustificada. 

 
Por otra parte, el perjuicio reclamado en ningún caso sería económico, 

puesto que el reclamante no ha acreditado minoración de sus retribuciones, 
sino de las de su mujer, aparte de que tampoco ha quedado debidamente 
acreditada la causalidad entre la excedencia de esta (efectiva desde el 16 de 
diciembre de 2023) y la denegación del derecho del reclamante a disfrutar de 
una reducción de un tercio de jornada en cada jornada de guardia a partir del 
11 de enero del año siguiente.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por la 
denegación de la reducción de un tercio de la jornada en la forma solicitada.   

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


